BOLETÍN N° 1.858-10
INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertificación en los países afectados por sequía grave o desertificación, en particular en África, adoptada en París el 17 de junio de 1994.
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, y para cuyo despacho se ha hecho presente la calificación de urgencia en el carácter de "suma".
Asistieron, en representación del Ejecutivo y especialmente invitados, a la sesión en que se analizó esta materia los siguientes personeros: don Ricardo Videla, funcionario del Departamento de Medio Ambiente de la Dirección de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores; don José Antonio Prado Donoso, Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, y don Guido Soto, Coordinador del Programa Nacional de Acción contra la Desertificación de la misma Corporación; don Javier Vergara, Jefe del Departamento Jurídico de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y don Leonel Sierralta, Jefe de Gabinete de la Directora Ejecutiva de este organismo, y doña Pilar Equillor, investigadora de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.
También se recibieron por escrito los planteamientos del Comité Pro Defensa de la Flora y de la Fauna, por intermedio de don José Miguel Torneo, especialista en el tema y Coordinador Regional para América Latina y el Caribe de la Red Internacional de Organizaciones No Gubernamentales sobre la Desertificación (RIOD).
Por tratarse de un proyecto de ley de artículo único, vuestra Comisión, en conformidad al artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó unánimemente proponer al Excelentísimo señor Presidente que se discuta, en la Sala, en general y particular a la vez.
L- Objeto del provecto de acuerdo.
El proyecto de acuerdo consta de un artículo único que aprueba la Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertificación en los países afectados por sequía grave o desertificación, en particular en África, adoptada en París el 17 de junio de 1994.
A su vez, el Convenio está estructurado en cuarenta artículos, subdivididos en seis partes, e incluye, además, cuatro Anexos de Aplicación Regional relativos a África (I), Asia (u), América Latina y el Caribe (III) y Mediterráneo Norte (IV).
n.-Antecedentes.
1.- Legales.
a) El numeral 1 del artículo 50 de la Constitución Política de la República, que entrega al Congreso Nacional, como una atribución exclusiva, aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación, instancia que se someterá a los trámites de una ley; y el numeral 8 del artículo 19 de la misma Carta, que consagra el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación y entrega al Estado la obligación de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.
b) El decreto supremo N° 123, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.
c) El decreto supremo N° 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio sobre la Diversidad Biológica.
d) El Código de Aguas.
e) La ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.
En conformidad con su artículo 11, entre los factores que deberán considerarse para determinar si un proyecto de inversión deberá someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, mediante la presentación del respectivo Estudio de Impacto Ambiental, se señalan los efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos suelo, agua y aire.
Su artículo 33 impone a los organismos competentes del Estado el deber de desarrollar programas regionalizados de medición y control de la calidad ambiental del aire, agua y suelo.
Sus artículos 34 y 35, que entregan al Estado la administración de un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas y la obligación de fomentar e incentivar la creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada, a fin de asegurar la diversidad biológica, tutelar la preservación de la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental.
Su artículo 39 que encarga a la ley velar porque el uso del suelo se haga en forma racional, con el objeto de evitar su pérdida y degradación.
Su artículo 42 que indica que el organismo competente en la regulación del uso o aprovechamiento de los recursos naturales, exigirá la presentación y cumplimiento de planes de manejo de los mismos, a fin de asegurar su conservación. Dichos planes incluirán, entre otras, consideraciones ambientales relativas a la mantención de caudales de aguas y conservación de suelos.
Su artículo 66 que entrega a la Comisión Nacional del Medio Ambiente la administración de un Fondo de Protección Ambiental, destinado a financiar total o parcialmente proyectos o actividades orientados a la protección o reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio ambiental.
f) La ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.
g) El decreto con fuerza de ley N° 1.123, del Ministerio de Obras Públicas, de 1981, sobre ejecución de obras de riego por el Estado.
h) El decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal. Cabe consignar que se encuentra en trámite legislativo un proyecto que introduce a este cuerpo legal importantes modificaciones, cuyo objetivo es incentivar la forestación en suelos degradados, frágiles o en proceso de erosión, materia esta última que guarda estrecha relación con los objetivos de la Convención en informe (Boletín N° 1.594-01).
i) El decreto ley N° 3.557, de 1981, que fija normas sobre protección de aguas en pro de la agricultura y la salud de los habitantes.
j) El decreto supremo N° 30, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, de 1997, que aprueba el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.
i
k) El decreto supremo N° 24, del Ministerio de Agricultura, de 1997, que fija el Reglamento de Ejecución del Plan para la Recuperación de la Productividad de Suelos.
1) La resolución N° 207, de la Dirección General de Aguas, de 1983, sobre normas de exploración y explotación de aguas subterráneas.
2.- Internacionales.
Se cita el "Programa 21", también llamado "Agenda 21", documento elaborado en el contexto de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Rio de Janeiro, Brasil, en 1992.
Luego de las sesiones de trabajo de los representantes de los diversos países reunidos en torno a la Conferencia de Río, la Agenda 21, tal como se señala en su preámbulo, nace con el propósito de abordar los problemas más acuciosos en materia medioambiental, y refleja un consenso mundial y un compromiso político al más alto nivel sobre el desarrollo y la cooperación en este ámbito. Al respecto, se considera que la ejecución de sus proposiciones incumbe, ante todo y sobre todo, a los gobiernos, siendo las estrategias, planes, políticas y procesos nacionales de importancia capital para su consecución. Agrega que la cooperación internacional debe apoyar y complementar tales esfuerzos nacionales, correspondiéndole al sistema de las Naciones Unidas desempeñar un rol clave al efecto.
En lo que interesa a este informe, el Capítulo XII de la Agenda 21 se refiere a la ordenación de los ecosistemas frágiles y la lucha contra la desertificación y la sequía.
Al definir desertificación se señala que consiste en la degradación de los suelos de zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas resultante de diversos factores, entre ellos, las variaciones climáticas y las actividades humanas. En seguida, advierte que este fenómeno afecta a aproximadamente la sexta parte de la población mundial, al 70% de las tierras secas, equivalente a tres mil seiscientos millones de hectáreas, y a la cuarta parte de la superficie total de tierras del mundo. Al indicar los efectos más visibles de la desertificación, además de la pobreza generalizada, menciona la degradación de tres mil trescientos millones de hectáreas de pastizales, que constituyen el 73% de la superficie total de estas tierras y tienen poca capacidad de sustento; la pérdida de fertilidad de los suelos y la degradación de su estructura en cerca del 47% de las tierras secas, que constituyen tierras marginales de cultivo de secano, y la degradación del 30% de las tierras de cultivo de regadío en tierras secas con una gran densidad de población y un gran potencial agrícola.
Las áreas de programas comprendidos en el capítulo sobre desertificación son, en síntesis, el fortalecimiento de la base de conocimientos, mecanismos de información y observación de regiones propensas a desertificación y sequía, y de sus aspectos económicos y sociales involucrados; la lucha contra la desertificación de las tierras mediante, entre otras, técnicas de conservación de suelos, forestación y reforestación; la elaboración de programas de erradicación de la pobreza y promoción de sistemas de subsistencia; el fomento de programas amplios de lucha contra la desertificación e integración de éstos en planes nacionales de desarrollo y en la planificación ecológica nacional; la formulación de programas para el problema de refugiados ecológicos, y el fomento y promoción de la participación popular y la educación sobre el medio ambiente.
3.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
El Ejecutivo destaca que el Convenio de cuya aprobación se trata se inserta dentro del programa de trabajo que se adoptara con motivo de la  Conferencia de Río de Janeiro de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo, y que se conoce como Agenda 21.
Una de las decisiones alcanzadas por los países participantes en dicha Conferencia, en materia de desertificación y sequía, consistió en la elaboración de un documento, expresado en la Convención sobre que versa el proyecto de acuerdo en informe, que pudiera estimarse una guía de acciones y compromisos a ser asumidos por la comunidad internacional y las naciones afectadas para enfrentar el problema.
La Convención fue suscrita por Chile en la Sede de las Naciones Unidas el 3 de marzo de 1995. Su entrada en vigor internacional ocurrirá noventa días después que sea ratificada por los parlamentos de a lo menos cincuenta países.
El Gobierno hace presente que un objetivo primordial de la Convención es la adopción de medidas eficaces, con apoyo internacional y en un enfoque global acorde con la Agenda 21, para contribuir al desarrollo sostenible de las zonas sometidas a desertificación, mediante la aplicación de estrategias integradas de largo plazo orientadas al aumento de productividad, la rehabilitación y conservación de suelos y recursos hídricos y el mejoramiento de las condiciones de vida de los sectores rurales.
Luego de referirse a los contenidos fundamentales de la Convención, se advierte en el Mensaje que este instrumento jurídico puede erigirse en una valiosa herramienta para la cooperación internacional y la lucha eficiente y coordinada contra la desertificación y la sequía. Añade que para nuestro país resulta especialmente necesario, dado que las zonas áridas y semiáridas se extienden desde su límite norte hasta la región del Maule, lo cual equivaldría al 50,63% del territorio continental.
Discusión General y Particular del Provecto de Acuerdo
El proyecto de acuerdo que ha ocupado a vuestra Comisión, como ya se señalara, persigue aprobar la "Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertificación en los países afectados por sequía grave o desertificación, en particular en África", adoptada en París el 17 de junio de 1994.
La Comisión, a fin de conocer los antecedentes y razones que justifican la iniciativa, recibió en audiencia a diversas entidades para que emitieran su parecer sobre el particular, a saber, la Dirección de Política Especial de la Cancillería, la Comisión Nacional del Medio Ambiente, la Corporación Nacional Forestal y la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.
El representante de la Cancillería destacó el rol que ha jugado la Conferencia sobre Medio Ambiente y Desarrollo, de 1992, particularmente la Agenda 21, en la suscripción de los Convenios Internacionales sobre la Diversidad Biológica y el Cambio Climático, y en la Declaración de Principios respecto de los Bosques. Asimismo, recalcó que por intermedio del programa Agenda 21, se creó un Comité Intergubernamental de Negociación que tuvo por misión elaborar el Convenio sobre la Desertificación, en un enfoque integrado y armónico con las orientaciones de la citada Agenda. Este Comité concluyó su trabajo en el marco de una reunión internacional celebrada en París el 17 de junio de 1994, oportunidad en que se abrió a la firma la Convención de que se trata.
Destacó, en seguida, que la Convención entró en vigor el 26 de diciembre de 1996, con el acto de depósito del quincuagésimo instrumento de ratificación.
Consultado por la urgencia que reviste el pronto despacho de la iniciativa, explicó que ello obedece a las razones que se indican a continuación.
En primer término, debe considerarse que el párrafo 2 del artículo 36 de la Convención prescribe que su entrada en vigencia en lo que respecta a cada Estado u organización regional de integración económica que la ratifique, acepte, apruebe o se adhiera a ella una vez depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, ocurrirá al nonagésimo día contado desde la fecha en que ese Estado u organización haya depositado su correspondiente instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.
En segundo término, debe tenerse presente que la Ia Conferencia de las Partes se celebrará en Roma entre el 29 de septiembre y el 10 de octubre del año en curso, y para poder participar en ella se debe haber ratificado previamente el acuerdo. Esta Conferencia es de la mayor importancia, pues en ella se decidirán aspectos esenciales para la eficacia de la Convención, entre ellos, la determinación de los órganos subsidiarios; la fijación del mandato que compete al Comité de Ciencia y Tecnología, las disposiciones sobre funcionamiento de la Secretaría Permanente, y la aprobación de su propio
reglamento de trabajo y del reglamento financiero del convenio, incluidas las normas presupuestarias que regirán el sistema administrativo que se genera con el mismo.
Dado lo anterior, agregó, para Chile sería imperioso proceder a depositar su ratificación a más tardar el 27 de junio de este año, si su voluntad política es la de intervenir con derecho a voz y voto como miembro pleno de la Conferencia de las Partes en su primer período de sesiones.
El funcionario de Cancillería hizo especial alusión a la participación de los representantes chilenos del Departamento de Medio Ambiente de la Dirección de Política Especial de ese Ministerio ante el Comité Intergubernamental de Negociación que redactó la Convención, señalando que les cupo una relevante actuación al transmitir criterios adecuados a la solución del problema que para los países en desarrollo origina la desertificación, e informar detalladamente acerca del tipo de cooperación técnica y financiera que éstos requieren para enfrentarla. Este mismo Departamento, añadió, integra el Grupo Consultivo de Gobierno sobre la Desertificación, del cual forman parte también personeros del Ministerio de Obras Públicas, de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, de la Corporación Nacional Forestal, del Servicio Agrícola y Ganadero y de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.
Al concluir, sostuvo que a juicio de la Cancillería la Convención es una herramienta importante para la cooperación internacional, en cuanto permitirá emprender acciones coordinadas contra la desertificación y la sequía, que beneficiarán y fortalecerán la función de los organismos nacionales especializados en la materia. En este sentido, los mecanismos de coordinación regional que deberán constituirse en virtud de este convenio servirán como canal de comunicación de experiencias entre las naciones para apoyar sus propios programas y planes contra la desertificación. En el marco de esta instancia regional Chile ha organizado y convocado al Vo Curso sobre Desertificación y Desarrollo Sustentable en América Latina y el Caribe, a realizarse en los meses de julio y agosto de 1997; al Proyecto Subregional de Monitoreo de los Procesos de Desertificación, que comenzó a principios del año en curso, y al Primer Simposio Latinoamericano sobre Sequía, que se llevará a cabo en abril de 1998.
Dichas jornadas e iniciativas de análisis y la experiencia técnica que ha ido adquiriendo nuestro país en materia de desertificación y sequía, lo podrían situar, según dijera el funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores, en un rol de liderazgo a nivel regional.
El Coordinador del Programa de Acción Nacional Contra la Desertificación de la Corporación Nacional Forestal, por su parte, al tenor de los antecedentes que maneja este organismo, señaló que el problema en comentario ha implicado para Chile la pérdida, según regiones, del 50 al 100% del perfil del suelo, y la erosión de aproximadamente cuarenta y siete millones de hectáreas, esto es, el 62,6% del territorio nacional.
En términos de proyección, en el año 2015 la demanda de agua para la agricultura será de dieciocho mil millones de metros cúbicos; la erosión provocada por el arrastre de sedimentos por ríos de la zona central será equivalente a cincuenta mil hectáreas de suelos agrícolas; la disminución de suelo fértil por efectos de urbanización ascenderá a mil doscientas hectáreas al año, y la superficie arable se habrá reducido a cero punto veintiséis .hectáreas por habitante desde las actuales cero punto treinta y seis.
Estudios comparados permiten establecer que los recursos hídricos por habitante en los distintos continentes han sufrido, en un corto lapso, una merma muy significativa, así, por ejemplo, en Sudamérica bajaron desde ochenta mil doscientos metros cúbicos anuales en 1960 a veintiocho mil trescientos en 1990.
En seguida, reseñó las principales actividades que, hasta la fecha, se han asignado a diversos organismos y servicios públicos para hacer frente a la desertificación y la sequía. Sobre el particular cabe citar la redacción del Plan Nacional de Conservación de Suelos, por la Comisión Nacional del Medio Ambiente; el otorgamiento de recursos vía Fondo Nacional de Desarrollo Regional y el financiamiento de proyectos especiales para combatir la desertificación en localidades en situación de pobreza rural, por intermedio del Fondo de Solidaridad e Inversión Social; la materialización de líneas de investigación, trabajos científicos y proyectos de transferencia tecnológica acerca de la materia, radicados en el Instituto de Investigaciones Agropecuarias, el Instituto Forestal, universidades y centros especializados; las acciones de fomento a la recuperación de la productividad de los suelos en las regiones Va a XIIa, a cargo del Servicio Agrícola y Ganadero; la creación de la Oficina de Emergencia Agrícola y de la Comisión Nacional de la Sequía en el Ministerio de Agricultura, y la incorporación de nuevas superficies a los beneficios de la ley N° 18.450, sobre Fomento al Riego, cuyos propósitos fundamentales son mejorar la disponibilidad de agua en zonas con déficit, habilitar suelos agrícolas con mal drenaje e incentivar el riego tecnificado, todo ello bajo la tuición de la Comisión Nacional del Riego.
A juicio de este funcionario hay algunas actividades que podrían contribuir al logro de los objetivos del Programa Contra la Desertificación, tal es el caso de proyectos de transferencia tecnológica, el otorgamiento de créditos condicionados y la ejecución de proyectos de desarrollo rural en comunas pobres, en particular en el secano costero y la IVa Región, por intermedio del Instituto de Desarrollo Agropecuario, y la focalización de las bonificaciones del decreto ley N° 701, sobre Fomento Forestal, en pequeños propietarios forestales y recuperación de suelos erosionados, el fortalecimiento del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas y la concesión de créditos de enlace, por parte de la Corporación Nacional Forestal.
En cuanto a las zonas prioritarias para la aplicación del Programa citó el área de las comunidades agrícolas de la IVa Región, las comunas afectadas de la Va Región, el secano costero entre la Va y la VIIIa regiones y las zonas comprometidas en la XP y XEP regiones. En todas estas localidades se propone la instalación de un sistema de monitoreo permanente del avance de la desertificación.
Más adelante informó que el Programa de Acción Nacional Contra la Desertificación nace en virtud de un convenio suscrito entre el Gobierno y la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) y el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA). Bajo el alero del mismo se ha constituido un Comité Consultivo compuesto por el Departamento de Medio Ambiente de la Dirección de Política Especial de la Cancillería, el Departamento de Recursos Naturales de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, la Gerencia de Fomento y Desarrollo Forestal de la Corporación Nacional Forestal, el Departamento de Desarrollo Sustentable de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, el Departamento de Protección de Recursos Naturales Renovables del Servicio Agrícola y Ganadero, el Departamento de Planificación Estratégica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, la Comisión Nacional de la Sequía del Ministerio de Agricultura y el Departamento de Estudios y Planificación de la Dirección General de Aguas.
Los objetivos del Programa son luchar contra la desertificación usando medidas eficaces, armónicas con la Agenda 21, para contribuir al desarrollo sostenible de áreas afectadas, y aplicar estrategias integradas de largo plazo centradas en el aumento de la productividad, la rehabilitación y conservación de tierras y recursos hídricos para mejorar de manera sostenible las condiciones de vida rural.
Los principios que lo inspiran son garantizar la participación de la población en la elaboración, ejecución y evaluación de los programas de lucha contra la desertificación, crear ambientes propicios para la adopción de medidas de carácter nacional y estimular la integración de la sociedad y sus organizaciones para comprender el valor de las tierras y los escasos recursos hídricos disponibles. El personero de CONAF hizo hincapié en la circunstancia de que, en general, el Programa busca incentivar la participación de los propios habitantes de las localidades afectadas en la toma de decisiones para acometer el problema.
Por último, detalló diversos mapas estadísticos y cuadros de análisis acerca de las categorías de erosión que se admiten para los suelos en nuestro país, a saber, grave, moderada, leve y no afectado; el régimen de aridez según longitud de la estación seca e índice de xerofitismo, y los promedios de precipitaciones caídas en distintos períodos en algunas regiones.
La representante de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA) indicó que en opinión de ese organismo la desertificación constituye un severo problema para Chile, en cuanto lo afecta en su desarrollo agrícola, social y económico. Al respecto, estimó que la degradación de los suelos y la pérdida del manto vegetal a causa de este fenómeno pueden significar disminuciones en los rendimientos de las cosechas y, en el largo plazo, la desaparición de la actividad agrícola. Además, el empobrecimiento del entorno biofísico conlleva una reducción de los niveles de ingreso de la población rural, lo que deteriora los índices de calidad de vida y estimula la migración campo-ciudad, tornando más grave la situación de pobreza urbana.
Luego, señaló que la desertificación afecta negativamente la competitividad internacional, uno de los principios en que se sustenta la estrategia de desarrollo económico seguida por nuestro país, orientada a estimular la capacidad exportadora nacional y el acceso a los mercados externos. Para ODEPA las ventajas comparativas de Chile en la producción de diversos bienes ligados al sector silvoagropecuario corren el riesgo de quedar seriamente comprometidas, dado que la desertificación degrada la base de recursos naturales renovables del país y, en consecuencia, incrementa los costos de producción al imponer la necesidad de utilizar en forma creciente una mayor cantidad de insumos. 

La investigadora de ODEPA afirmó que para el Ministerio de Agricultura el desarrollo agrícola sustentable constituye su política oficial. Si se atiende a la circunstancia de que la desertificación condiciona la sustentabilidad, agregó, se colige que la ratificación de la Convención de que se trata es una acción adecuada y necesaria.
En lo que concierne al contenido de este instrumento jurídico internacional, la señora investigadora destacó que uno de sus propósitos fundamentales sea prevenir la desertificación, puesto que ello resulta menos oneroso que subsanar los efectos del fenómeno una vez generados.
En todo caso, una concepción global de sustentabilidad, añadió, tendrá pleno sentido en la medida en que las Convenciones sobre Desertificación, Diversidad Biológica y Cambio Climático, en el contexto de la Agenda 21, se entiendan como un sistema coherente.
Finalmente, informó que ODEPA integra el Comité Ejecutivo del Plan Nacional contra la Desertificación, entidad que, entre otras ideas, ha elaborado el denominado Plan de Acción para la Biodiversidad, en correspondencia con la Estrategia Nacional para el Uso Sustentable de la Biodiversidad, y ha creado los Indicadores de Sustentabilidad para el Sector Silvoagropecuario.
La Comisión tuvo a la vista también, en esta parte de la discusión del proyecto, los comentarios formulados por el Comité Pro Defensa de la Flora y de la Fauna, por intermedio del Coordinador Regional para América Latina y el Caribe de la Red Internacional de Organizaciones No Gubernamentales sobre la Desertificación.
Esta entidad hizo presente que una característica principal de la Convención es su enfoque integrador, esto es, que discurre sobre el criterio de que los programas y las acciones a ejecutar contra la desertificación deben surgir de las propias comunidades afectadas para ser canalizadas hacia las instancias decisorias superiores.
En ese sentido, sostiene, las organizaciones no gubernamentales tienen una importante función que cumplir porque usualmente realizan su labor en estrecho contacto con los usuarios de la tierra, e intervienen profusamente   en  la  búsqueda   de   soluciones   mediante   actividades   de divulgación y sensibilización de la opinión pública.
Como una manera de actuar coordinadamente en la materia a nivel mundial, estas entidades crearon una red internacional cuyo objetivo es monitorear la aplicación de la Convención y lograr la plena participación de las comunidades de base afectadas.
Para materializar la red en nuestro continente han habido reuniones en Perú y en Cuba, aunque en algunos países, como Chile y Argentina, ya existen redes de coordinación nacionales.
Cabe tener en cuenta que el Comité Pro Defensa de la Flora y de la Fauna ha sido nominado coordinador regional para América Latina y el Caribe de la Red Internacional de Organizaciones sobre Desertificación (RIOD).
Antes de iniciar la discusión del proyecto, la Comisión acordó dejar expresa constancia de su especial preocupación por este tema, y del hecho de que, consciente de la necesidad de poner en ejecución programas destinados a combatir el deterioro que experimenta un porcentaje significativo del territorio nacional, solicitó el 19 de noviembre del año pasado al Ejecutivo se incluyera en la última Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional el proyecto de que se trata, cuestión que se materializó sólo el 1° de abril del año en curso.
A continuación, tuvo lugar, en el seno de vuestra Comisión, un intercambio de ideas acerca de los alcances y proyecciones futuras del proceso de desertificación en las diversas regiones del país, y del modo en que la sequía y el descenso en los promedios históricos de precipitaciones agrava el fenómeno.
Asimismo, la Comisión manifestó su interés por conocer los compromisos financieros que asumirá Chile con la ratificación de la Convención. Al respecto, se señaló por los representantes del Ejecutivo que, en conformidad con el artículo 20, las Partes, atendidas sus capacidades, deberán hacer todos los esfuerzos posibles por asegurar que se disponga de suficientes recursos financieros para los programas de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía. En todo caso, los países Partes en desarrollo afectados, considerando sus capacidades, se comprometen a movilizar suficientes recursos financieros para la aplicación de sus programas de acción nacionales.
Cabe añadir que los países Partes desarrollados, en materia de financiamiento de los objetivos de la Convención, esto es, programas y acciones de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía, asumen compromisos y obligaciones de mayor entidad, pues habrán de concurrir incluso mediante donaciones y préstamos en condiciones favorables orientados a los países Partes en desarrollo, en especial de África. Ello, sin perjuicio de promover la movilización de recursos suficientes, oportunos y previsibles, con inclusión de recursos nuevos y adicionales, del Fondo para el Medio Ambiente Mundial para los gastos adicionales convenidos de las actividades de lucha contra la desertificación.
En opinión del H. Senador señor Horvath las obligaciones económicas que asumen los países Partes desarrollados constituirían un verdadero fondo de reparación por los efectos que, en el equilibrio ecológico y el medio ambiente mundial, han tenido las políticas de explotación de los recursos naturales aplicadas en ciertos períodos históricos por dichas naciones.
Contenido de la Convención
Como se dijera, la Convención consta de cuarenta disposiciones agrupadas en seis partes, a saber, Introducción (I), artículos 1° a 3°; Disposiciones Generales (u), artículos 4° a 8°; Programas de Acción, Cooperación Científica y Técnica y Medidas de Apoyo (HI), artículos 9° a 21; Instituciones (IV), artículos 22 a 25; Procedimientos (V), artículos 26 a 32, y Disposiciones Finales (VI), artículos 33 a 40.
Con respecto al contenido prescriptivo de la Convención, cabe mencionar especialmente:
Su artículo 1° que define, entre otros términos, "desertificación", esto es, la degradación de las tierras de zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas resultante de diversos factores, como las variaciones climáticas y las actividades humanas; "lucha contra la desertificación", a saber, las actividades que forman parte de un aprovechamiento integrado de la tierra de las zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas para el desarrollo sostenible; "sequía", entendiendo por tal el fenómeno que se produce naturalmente cuando las lluvias han sido considerablemente inferiores a los niveles normales registrados, causando un agudo desequilibrio hídrico que perjudica los sistemas de producción de recursos de tierras; "mitigación de los efectos de la sequía", esto es, las actividades relativas al pronóstico de la sequía y encaminadas a reducir la vulnerabilidad de la sociedad y de los sistemas naturales a la sequía en cuanto se vincula con la lucha contra la desertificación, y "zonas áridas, semiáridas y subhúmedas secas", constituidas por aquellas zonas en las que la proporción entre la precipitación anual y la evotranspiración potencial está comprendida entre 0,05 y 0,65, excluidas las regiones polares y subpolares.
Su artículo 3° que señala que para alcanzar los objetivos de la Convención las Partes deberán observar una serie de principios, entre los que sobresalen: garantizar que las decisiones tendientes a luchar contra la desertificación y mitigar los efectos de la sequía se adopten con participación de la población y las comunidades locales, y fomentar la cooperación a todos los niveles del gobierno, las comunidades, las organizaciones no gubernamentales y los usuarios de la tierra, para una mejor comprensión del carácter y valor de los recursos de tierras y de los escasos recursos hídricos en zonas afectadas y la promoción del uso sostenible de dichos recursos.
Su artículo 4° que establece las obligaciones de las Partes, entre las que cabe mencionar: adoptar un enfoque integrado que considere aspectos físicos, biológicos y socioeconómicos de los procesos de desertificación y sequía; prestar atención a la situación de los países Partes en desarrollo afectados en lo que respecta al comercio internacional, los acuerdos de comercialización y la deuda con miras a crear un entorno económico internacional propicio para fomentar el desarrollo sostenible; elaborar estrategias orientadas a erradicar la pobreza en sus esfuerzos de lucha contra la desertificación y mitigación de los efectos de la sequía, y promover la utilización de mecanismos y arreglos financieros bilaterales y multilaterales existentes que puedan movilizar y canalizar recursos financieros sustanciales a los países Partes en desarrollo afectados por desertificación y sequía.
Su artículo 5° que consagra obligaciones para los países Partes afectados por desertificación y sequía. Se destacan, entre ellas, otorgar prioridad a la lucha contra la desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía y asignar recursos suficientes, conforme a sus circunstancias y capacidades, y generar un entorno propicio mediante el fortalecimiento de la legislación vigente, la promulgación de nuevas leyes y el establecimiento de políticas y programas de acción a largo plazo.
Sus artículos 9° a 21 que, en materia de programas de acción, cooperación científica y técnica y medidas de apoyo, regulan lo relativo a programas de acción nacionales, subregionales y regionales; cooperación internacional; asistencia y coordinación para elaborar y ejecutar programas de acción; reuniones, análisis e intercambio de información; investigación y desarrollo; transferencia, adquisición, adaptación y desarrollo de tecnología; fomento de capacidades, educación y sensibilización del público, y recursos y mecanismos financieros.
Sus artículos 22 a 25 que, en lo concerniente a la institucionalidad asociada a esta Convención, establecen una Conferencia de las Partes, órgano máximo que, conforme a su mandato, adoptará las decisiones necesarias para promover la aplicación efectiva de este instrumento internacional; una Secretaría Permanente; un Comité de Ciencia y Tecnología, órgano subsidiario encargado de proporcionar información y asesoramiento científico y tecnológico sobre cuestiones relativas a la lucha contra la desertificación y la mitigación de los efectos de la sequía, y una Red de Instituciones, Organismos y Órganos, que apoyará la aplicación de la Convención.
Finalmente, deben tenerse presente los Anexos de Aplicación Regional relativos a África (I), Asia (II), América Latina y el Caribe (III) y Mediterráneo Norte (IV), que regulan con caracteres de especificidad, esto es, según las particulares condiciones imperantes en las distintas regiones y el grado en que están afectadas por la desertificación y la sequía, las medidas que habrán de adoptarse, los recursos humanos y materiales que deberán proveerse, las obligaciones de los países afectados y de los países Partes desarrollados para con ellos, los marcos estratégicos de planificación del desarrollo sostenible y el calendario de elaboración de los respectivos programas de acción, entre otros detalles.
En virtud de lo expuesto, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Carrera y señores Siebert y Horvath, dio su aprobación en general y particular a la iniciativa.
En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales os propone que aprobéis el siguiente
PROYECTO DE ACUERDO:
"Artículo único.- Apruébase la Convención de las Naciones Unidas de Lucha Contra la Desertificación en los Países Afectados por Sequía Grave o Desertificación, en Particular en África, adoptada en París el 17 de junio de 1994.".
Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 11 de junio de 1997, con la asistencia de los HH. Senadores señor Antonio Horvath Kiss (Presidente), señora María Elena Carrera Villavicencio y señores Nicolás Díaz Sánchez, Vicente Huerta Celis y Bruno Siebert Held.
Sala de la Comisión, a 11 de junio de 1997.

M. ANGÉLICA BENNETT GUZMÁN

                          Secretario
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RESEÑA.
I.   BOLETÍN N2:  1.858-10.
II.  MATERIA: Proyecto de acuerdo que aprueba la "Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertíficación en los países afectados por sequía qrave o desertificación, en particular en África, adoptada en París el 17 de junio de 1994.
III.
ORIGEN:  Mensaje.
IV.
TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Primer trámite.
V.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 6 de mayo de 1996.
VI.
TRAMITE REGLAMENTARIO:  Primer informe.
VII.
URGENCIA:  Suma.
VIII.     LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:
a) Los artículos 50, N8 1, y 19, N2 8, de la Constitución Política del Estado.
b) El decreto supremo ns 123, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.
c) El decreto supremo ns 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio sobre la Diversidad Biológica.
d) El Código de Aguas.
e) La ley ns 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.
f) La ley ns 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje.
g) El decreto con fuerza de ley ns 1.123, del Ministerio de Obras Públicas, de 1981, sobre ejecución de obras de riego por el Estado.
h) El decreto ley N6 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.
i) El decreto ley N2 3.557, de 1981, que fija normas sobre protección de aguas en pro de la agricultura y la salud de los habitantes.
j) El decreto supremo N9 30, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, de 1997, que aprueba el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.
k) El decreto supremo ns 24, del Ministerio de Agricultura, de 1997, que fija el Reglamento de Ejecución del Plan para la Recuperación de la Productividad de Suelos.
1) La resolución ns 207, de la Dirección General de Aguas, de 1983, que establece normas de exploración y explotación de aguas subterráneas.
IX.  ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:  Artículo único.
X.   PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:
El objetivo fundamental de la Convención es la adopción de medidas eficaces, con apoyo internacional y en un enfoque global acorde con la Agenda 21, que contribuyan al desarrollo sostenible de las zonas sometidas a desertificación, mediante la aplicación de estrategias integradas de largo plazo orientadas al aumento de productividad, la rehabilitación y conservación de suelos y recursos hídricos y el mejoramiento de las condiciones de vida de los sectores rurales.
XI.  NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No hay.
XII. ACUERDO: Aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión (3-0).
M. Angélica Bennett Guzmán.

Secretario
Valparaíso, 11 de junio de 1997
